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Resumen: En el artículo se analizan diversos criterios jurisdiccionales en materia de derechos 

refrentes a las niñas, niños y adolescentes emitidos en los tribunales nacionales, los cuales en su 

mayoría se han generado a partir de la influencia del Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos, al grado de darles participación procesal importante, de forma independiente a quienes 

los representan en juicio, cuando se ventilen derechos que les corresponden; la posibilidad de 

cambiarse el nombre y apellido bajo el derecho humano al libre desarrollo de la personalidad; la 

protección a la salud; las bondades procesales que les corresponden, bajo los principios del 

interés superior y la suplencia de la queja en materia familiar y amparo, mediante el estudio de la 

fuente directa a las tesis y jurisprudencias. 
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Abstract: : The article analyzes various jurisdictional criteria regarding the rights of girls, boys 

and adolescents issued in national courts, most of which have been generated from the influence 

of the Inter-American Human Rights System, to the extent of giving them important independent 

procedural participation of those who represent them in court, when rights that correspond to 

them are ventilated; the possibility of changing the name and surname under the human right to 

free development of personality; health protection; the procedural benefits that correspond to 

them, under the principles of best interest and the substitution of the complaint in family matters 

and protection, through the study of the direct source to the theses and jurisprudence.| 
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I. INTRODUCCIÓN 

La vida humana se desarrolla de forma compleja, las experiencias son tan diversas, que es difícil 

si no imposible medir a priori todas las respuestas justas a las problemáticas que se puedan 

presentar, sin dejar de reconocer coincidencias entre las vicisitudes que se dan dentro de una 

familia, máximo cuando este concepto ha sido rebasado, para reconocer las distintas clases de 

familias que en la realidad se presentan. Cuando una controversia familiar surge y se concurre a 

un órgano jurisdiccional para la solución, le corresponde al juez tener la sensibilidad, empatía, 

criterio amplio, compromiso y sobre todo ética para encontrar la mejor solución posible al caso 

concreto.         

Uno de los principales elementos de suma complejidad en el ámbito jurisdiccional de 

familia es la evaluación de las “relaciones de parejas y familiares”, principalmente porque 

constituyen un universo sin lógica, para quien evalúa un expediente judicial. En estos contextos, 

los magistrados no logran comprender las situaciones que detallan un expediente judicial, donde 

dos personas que en una etapa previa habían desarrollado una relación afectiva o familiar, 

despliegan relaciones de violencia de antagonismo o eventualmente de posiciones tan 

excluyentes entre sí.2 

 
2 BERMÚDEZ TAPIA, Manuel, “La persona y la evaluación de las relaciones afectivas desde una hipótesis 
planteada desde la física (Naturaleza)”, en BERMÚDEZ TAPIA, Manuel, FRÍAS TORAL, Daniel y MARTÍNEZ, 
Cristina (Coords.), Relaciones familiares y en crisis: antes durante y después de la pandemia del COVID-19, 
Ediciones Hemafre, Guayaquil, 2020, p. 1. 
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Humanizar la justicia es resolver los conflictos familiares tomando en cuenta todos los 

parámetros de la cultura jurídica: conocer, comprender, y aplicar de manera preferente los 

principios jurídicos constitucionales y convencionales, fincados en los valores de justicia y 

equidad, razones que el juez debe considerar antes de decidir en un sentido determinado un caso 

concreto, mediante la flexibilización de las normas procesales, ante la complejidad y diversidad 

de la realidad de las relaciones sociales familiares.3  

De forma genérica el artículo 17 de la Constitución prevé cierta plasticidad procesal con 

la finalidad de sacrificar derechos sustantivos, la señalar: Siempre que no se afecte la igualdad 

entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en 

forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los 

formalismos procedimentales. 

En todo caso, el juez, garantizará que se cumplan las obligaciones de crianza; protegerá y 

hará respetar el derecho de convivencia de las niñas, niños y adolescentes (NNA) con ambos 

progenitores, regulando en forma equitativa, salvo cuando exista peligro para lo cual  dispondrá 

de las medidas necesarias para proteger a los hijos de actos de violencia familiar o de cualquier 

circunstancia que atente contra su desarrollo armónico, así como las propias para corregir los 

actos de esa violencia y las de seguridad, seguimiento y psicoterapéuticas.4 

 

II. NOTIFICACIÓN DIRECTA A LOS NNA 

Las NNA que participen en un proceso, deben ser notificados en todo momento de las 

resoluciones judiciales, en las que se determinen derechos y obligaciones que de forma directa o 

indirectamente les pueden afectar, especialmente la sentencia, a través de una audiencia especial, 

independientemente de que el juzgado notifique a los representantes de éstos, es decir, a quienes 

actúen en juicio en nombre y cuenta de los mismos. La forma como transmitirse la información a 

los NNA debe ser sencilla, clara, con ideas que puedan comprender, de acuerdo con la edad, 

sexo, idiosincrasia y demás circunstancias del caso concreto, además, en congruencia, darles a 

conocer las respuestas sobre sus opiniones y solicitudes. Esta responsabilidad procesal no sólo es 

 
3 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime y DENIS TRINIDAD, Lorena, “Principio e Humanización en la justicia 
familiar en México”, en BERMÚDEZ TAPIA, Manuel, FRÍAS TORAL, Daniel y MARTÍNEZ, Cristina (Coords.), 
Relaciones familiares y en crisis: antes durante y después de la pandemia del COVID-19, Ediciones Hemafre, 
Guayaquil, 2020, p. 204. 
4 BAQUEIRO ROJAS, Edgardo y BUENROSTRO BÁEZ, Rosalía, Derecho de familia, editorial Oxford, México, 
2009, p. 187. 
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para los representantes de las NNA, obligación inherente a la función que desempeñan, sino a los 

titulares de los órganos jurisdiccionales, como directores del proceso, para este fin, también se 

podrán emplear medios electrónicos, según sea el caso.  Inclusive cuando se omite notificar a las 

NNA los términos para impugnar no empezaran a transcurrir.  

Cuando no fuere posible realizar directamente la comunicación del fallo a las NNA por la 

autoridad judicial, ésta le requerirá al representante de éstos, para que justifique que han 

informado del resultado del proceso a las NNA y que están conformes, debiendo hacerlo antes de 

que venza el término para el medio de impugnación correspondiente o expliquen porque no ha 

podido informales a los NNA. 

Este requisito es fundamental, ya que pueden presentarse intereses opuestos entre los 

representantes y los NNA, no sólo la participación directa en el proceso para evitar que las 

pretensiones de éstos no queden sin estudiarse o atenderse, así debe garantizarse a éstos la 

formación de un juicio propio, así como de expresar su opinión libremente en todos los asuntos 

que les afecten, a que se les escuche sin presión alguna. 

Derecho de las NNA a conocer una sentencia judicial que decide sobre sus derechos. La 

comunicación del fallo es un deber a cargo tanto de la autoridad judicial como de quienes ejercen 

la representación jurídico procesal. 

Hechos: Una persona menor de edad promovió demanda de amparo directo por propio 

derecho, para impugnar la sentencia de apelación derivada de un juicio del orden familiar, en la 

que se determinó absolver a su progenitor de la pérdida de la patria potestad y se estableció un 

régimen de convivencia entre ellos. El tribunal colegiado de circuito (TCC) que recibió la 

solicitud de amparo advirtió que el infante tenía designada una tutriz dativa especial en el juicio 

de origen, que ejercía su representación procesal, por lo que requirió a ésta para que interviniera 

con ese carácter en el juicio constitucional; la tutriz desahogó el requerimiento e hizo suya la 

demanda, y el órgano colegiado la admitió a trámite teniéndola como promovida por la 

representante. En la sentencia del juicio de amparo se decretó el sobreseimiento por estimar 

extemporánea la demanda. En contra de esta determinación la persona menor de edad interpuso 

amparo directo en revisión también por propio derecho (suscribió directamente el escrito 

respectivo y plasmó huellas digitales), en el que cuestionó el hecho de que su demanda se 

considerara promovida por su tutriz dativa especial y que el plazo para instarla se haya 

contabilizado a partir de que el acto reclamado fue notificado a ésta en el recurso de apelación. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) 

determina que las NNA tienen derecho a que se les comunique la sentencia judicial que se emita 

en el proceso jurisdiccional donde se diriman sus derechos, y tal deber está a cargo tanto de la 

persona juzgadora, como de quienes ejercen la representación jurídica procesal del infante. 

Justificación: Esta Primera Sala ha desarrollado ampliamente el derecho fundamental de 

las NNA, a ser escuchados en los procedimientos en que se ventilan sus derechos, y a que su 

opinión se tome en cuenta. Ese derecho reconoce un diverso componente, relativo a la 

comunicación a las personas menores de edad, de la sentencia judicial que se dicte en la 

controversia, para que se les informe de qué manera fueron atendidas sus opiniones y solicitudes; 

tal comunicación está supeditada a la ponderación de la edad y grado de madurez del infante o 

adolescente y demás circunstancias del caso, debiéndose procurar que sea asertiva, es decir, 

explicándole con sencillez y claridad, en la forma más sustancial y directa posible, sin 

tecnicismos jurídicos o lenguaje complejo, las decisiones medulares y las razones que las 

justifican, así como la ponderación que se hizo sobre sus opiniones. La satisfacción de ese 

derecho recae tanto en la autoridad judicial como en quienes ejercen la representación procesal. 

La primera como rectora del proceso y los segundos por ser un deber inherente a su función, la 

cual deben realizar a partir del conocimiento del infante y sus condiciones, lo que entraña la 

necesaria interacción con éste para recabar su opinión y su sentir sobre su caso, a fin de realizar 

su adecuada defensa, con base en su interés superior. La mejor forma de satisfacer ese derecho 

tendrá que ser definida casuísticamente, pero siempre que la autoridad advierta posible citarlo en 

compañía de sus representantes, debe comunicarle directamente, en una diligencia con ese fin, la 

decisión adoptada; incluso, podrá ponderar la posibilidad del empleo de medios electrónicos para 

ese objetivo; la cual, debe ser concomitante con la notificación de la resolución a sus 

representantes para que el menor de edad la conozca con la debida oportunidad. Cuando tal 

diligencia no sea posible o se estime inconveniente, la autoridad debe requerir al principal 

representante de la persona menor de edad, para que una vez que es notificado de la sentencia, 

dentro de un plazo prudente y objetivamente menor al que disponga la legislación respectiva para 

impugnarla, justifique en el procedimiento que ha informado a su representado la decisión del 

juicio y, en su caso, que por así estimarlo conveniente conforme a la edad y madurez del niño o 

niña, ha tomado su opinión sobre su conformidad o inconformidad con ella, para efectos de 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 9-36. 
______________________________________________________________________________________________ 

14 

decidir sobre su impugnación, o bien, que justifique las razones por las cuales no se ha dado esa 

comunicación.5 

 

III. SUSPENSIÓN (MEDIDA CAUTELAR DEL AMPARO) 

El juicio de amparo tiene como medida cautelar la suspensión del acto reclamado, que tiene dos 

efectos, dependiendo si la trasgresión es por acción u omisión; uno evidentemente suspensivo, 

para que la autoridad responsable, a quien se le demanda, deje las cosas en el estado que se 

encuentren hasta que se dicte la sentencia definitiva, como medida conservativa. 

La otra consecuencia de la suspensión es de carácter restitutivo o anticipatorios a la 

sentencia, por ejemplo, si se ha cortado el suministro de agua potable, y éste es el acto 

reclamado, mientras se resuelve el amparo en lo principal, la medida será restablecer el 

abastecimiento de agua. 

Así se puede decir que es una tutela anticipada o anticipatoria, al restablecerse al quejoso 

en el goce de la garantía o derecho afectado con el acto reclamado (decisión o tutela anticipada).6 

Un antecedente de los efectos restitutorios de la suspensión es cuando el acto reclamado 

consistía en la clausura indefinidamente de un establecimiento comercial, considerando dos 

elementos:  

1) Apariencia de buen derecho  

La apariencia de la existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que 

descarte una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable, lo que se logra a 

través de un conocimiento superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad 

respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso. 7 

La apariencia del buen derecho es una apreciación prima facie que permite a los 

operadores jurídicos dictar medidas tutelares antes de que se emita el fallo.  

2) Peligro en la demora 

 
5 Tesis: 1a. XXXVII/2022 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 20, tomo II, diciembre de 2022, p. 
1238. Registro digital: 2025637. 
6 Tesis: XVII.1o.P.A. J/2 K (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 16, tomo IV, agosto de 2022, p. 4197. 
Registro digital: 2025172. 
7 Cfr. Tesis: P./J. 16/96, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo III, abril de 1996, p. 36. Registro digital: 200137. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 9-36. 
______________________________________________________________________________________________ 

15 

El peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del solicitante 

de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la resolución 

de fondo.8 

La idea central de la suspensión es impedir que el juicio de amparo sea innecesario, 

porque la materia de este, es decir, los derechos materia de la protección del proceso se afecten y 

quizá no sea posible una protección eficaz o restituir al quejoso los derechos humanos 

trasgredidos, en caso de que la sentencia sea estimativa.   

La suspensión puede ser a petición de parte o de oficio.9 En caso de la primera se tramita 

en un cuadernillo, que se substancia en duplicado por cuerda separada, por medio de un 

incidente, la primera resolución de éste es la suspensión provisional y finalmente la suspensión 

definitiva. La primera se dicta sin audiencia de las otras partes del juicio, la segunda, una vez 

escuchado a la autoridad responsable principalmente.   

La suspensión no debe contravenir disposiciones de orden público ni ocasionar perjuicio 

al interés social. 

 

1. Protección a la salud. Vacuna Pfizer-BioNTech (BNT162b2) 

Cuando el acto reclamado sea la omisión de la autoridad responsable de aplicar la vacuna 

contra el COVID-19 a niñas y niños (NN), la cual tiene la finalidad de prevenir que el virus se 

adhiera a las células sanas y cause infección, o tener anticuerpos específicos en el supuesto de 

que se infecten, que preparen al sistema inmune para reconocer y defenderse del virus, la 

suspensión provisional y posteriormente la definitiva, deberán de tener efectos restitutivos o 

anticipativos a la sentencia, es decir, que se aplique la vacuna, siempre y cuando el medicamento 

cuente con la autorización de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios 

(COFEPRIS), sin que sea relevante que ya se haya otorgado el registro sanitario (permiso) por 

las autoridades de otros países. 

Suspensión provisional en el juicio de amparo indirecto. Procede concederla contra la 

falta de aplicación de la vacuna Pfizer-BioNTech (BNT162B2) a menores de cinco a once años 

para prevenir la covid-19, con efectos de tutela anticipada, en términos del artículo 147 de la Ley 

de Amparo. 

 
8 Ídem. 
9 Cfr. MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, Juicio de amparo indirecto, Editorial Primera Instancia, México, 
2008, pp. 92-93. 
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Hechos: Las quejosas, en representación de sus hijos menores de edad, de entre cinco y 

trece años, promovieron juicio de amparo indirecto contra la omisión de aplicar a éstos la vacuna 

Pfizer-BioNTech (BNT162b2) contra el virus SARS-CoV-2, para la prevención de la COVID-

19. El Juez de Distrito concedió la suspensión provisional para el efecto de que se les vacunara a 

la brevedad, al considerar que con su otorgamiento no se contravienen disposiciones de orden 

público ni se sigue perjuicio al interés social; inconforme, la autoridad responsable interpuso 

recurso de queja. 

Criterio jurídico: Este TCC determina que procede conceder la suspensión provisional en 

el juicio de amparo contra la falta de aplicación de la vacuna Pfizer-BioNTech a menores de 

cinco a once años, con efectos de tutela anticipada o anticipatoria. 

Justificación: [...] procede conceder la medida cautelar para que se restablezca 

provisionalmente a los NN quejosos en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia 

en el juicio de amparo, esto es, para que las autoridades sanitarias les apliquen la vacuna Pfizer-

BioNTech, autorizada para el grupo etario mencionado, siempre y cuando dicha tutela anticipada 

(efecto restitutorio provisional) sea jurídica y materialmente posible. Lo anterior no debe limitar 

los efectos a los preservantes o excepcionalmente restitutorios, sino que al ser el eje del juicio de 

amparo la protección de los derechos humanos y sus garantías, lo trascendente es que las cosas 

se mantengan en el estado que guarden y, de ser posible material y jurídicamente, restablecer 

provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado en tanto se resuelve el juicio en lo 

principal. Es decir, que tenga efectos anticipatorios la suspensión, similares a los de una 

sentencia provisional, con independencia de que para ello deban ser preservantes, restitutorios, 

conservativos o, incluso, anticipatorios, pues ello dependerá de lo necesario para la protección 

del derecho humano o garantía y de la apariencia del buen derecho, en relación con el cual será 

proporcional la suspensión. Por ello, no se trata de que se “constituya” un derecho humano a 

través de la suspensión del acto reclamado en el juicio de amparo, pues esa interpretación iría en 

contra del artículo 1o. de la Constitución General, el cual prevé el “reconocimiento” de los 

derechos humanos y no su “concesión” por el Estado. Por ende, los derechos humanos y sus 

garantías son preexistentes a la presentación de la demanda de amparo.10 

 

 

 
10 Ibídem.   
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2. Protección a la salud. Vacunación esquema completo contra COVID-19 

Suspensión en el juicio de amparo. Procede concederla cuando se solicita para el efecto 

de que se aplique el esquema completo de vacunación contra el virus sars-cov-2 a niñas y niños 

(NN) de entre cinco y once años, sin comorbilidades, siempre y cuando exista la vacuna 

autorizada por parte de la comisión federal para la protección contra riesgos sanitarios 

(Cofepris). 

Hechos: Los TCC contendientes conocieron de recursos de queja interpuestos en contra 

de acuerdos emitidos en juicios de amparo, en que NN de entre cinco y once años de edad, sin 

comorbilidades, solicitaron la suspensión para el efecto de que se les aplicara la vacuna para la 

prevención de la COVID-19 en México, a pesar de que no había sido autorizada por la Cofepris, 

pues mientras uno de los Tribunales concedió la medida cautelar solicitada tomando en cuenta 

que existía una vacuna que ya había sido autorizada por autoridades de la salud de otros países, 

el otro Tribunal negó la suspensión porque su otorgamiento ponía en peligro la salud del niño 

quejoso, porque la Cofepris no había autorizado la vacuna para personas menores de ese rango 

etario, y las validaciones realizadas en el extranjero no podían suplantar la autorización de la 

autoridad citada, además de que, en caso contrario, se inobservarían los lineamientos y la 

“Política Nacional de Vacunación” emitida por las autoridades de salud nacionales. 

Criterio jurídico: La suspensión debe concederse para el efecto de que las autoridades 

responsables apliquen a las NN de cinco a once años, sin comorbilidades, el esquema completo 

de vacunación contra el virus SARS-CoV-2, para la prevención de la COVID-19, siempre y 

cuando exista la autorización de la vacuna por parte de la Cofepris.  

Justificación: A fin de salvaguardar el derecho a la salud de las NN de entre cinco y once 

años, previo a aplicarles una vacuna, es necesario que existan las autorizaciones por parte de las 

autoridades a las que el Estado Mexicano ha conferido constitucional y legalmente la tarea de 

autorizarlas. En este sentido, la orden a las autoridades de la salud para que apliquen una vacuna 

que no ha sido sometida al estudio científico a cargo de la institución competente para ello, sin 

duda pondría en peligro la salud y la vida de las NN, porque sólo los especialistas autorizados 

por la Constitución General y las leyes que de ella emanan son los que cuentan con facultades 

para establecer si cumple con las especificaciones sanitarias que requiere cierto grupo etario. Por 

ello, el otorgamiento de la suspensión para que se aplique a personas menores de edad una 

vacuna que no ha sido autorizada por la Cofepris, pondría en peligro la salud e integridad física 
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del menor de edad vacunado, además de que actualizaría el supuesto previsto en el artículo 129, 

fracción V, de la Ley de Amparo, porque se impediría al Ejecutivo Federal la implementación de 

las medidas adoptadas en la Política Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV-2, y se 

obstaculizaría al Estado para continuar con la estrategia de aplicar vacunas seguras para las 

personas. Es decir, se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de 

orden público, supuesto en el cual no procede la suspensión en términos de lo indicado en el 

diverso 128, fracción II, del citado ordenamiento. 

 

IV. GUARDA Y CUSTODIA 

Una de las consecuencias más sensibles de la separación de los progenitores, es la decisión de la 

custodia, el régimen de visitas, la convivencia, entre otras modalidades, de los NNA, porque ya 

no se desarrollarán en un hogar donde se encuentren juntos la madre, el padre, e inclusive, los 

hermanos, está distancia física puede ir de ser vecinos, a vivir en diferentes partes de la ciudad, 

entidad federativa o provincias, inclusive países.  

La idea de custodiar y guardar son sinónimos, porque de acuerdo con el Diccionario 

de la Real Academia Española custodiar (RAE)11 es guardar algo con cuidado y vigilancia, 

vigilar a alguien, generalmente a un detenido, para evitar que se escape, y guardar12 es tener 

el cuidado de algo o alguien, vigilarlo y defenderlo, quien guarda es la persona que tiene a su 

cargo la conservación de algo o alguien. 

Así, el tener la guarda y la custodia de una o más cosas o de personas, implica el deber de 

vigilar, cuidar y defender, tratándose de seres humanos, esta obligación se deriva principalmente 

del parentesco, así las madres y padres tienen este derecho-deber respecto a sus hijos menores de 

edad o incapacitados, aunado al derecho a la convivencia habitual, y a la obligación de 

proporcionar alimentos. 

La guarda y custodia pueden coexistir con el derecho a la libertad de circulación, de 

residencia, de plan de vida, en el que se establecen objetivos a realizar y el cómo lograrlos, de 

alguno de los progenitores o parte de la familia, aunado al interés superior de las NNA, que 

implica darle prioridad, en toda situación a la protección éstos. En sí mismo, dependiendo la 

 
11 RAE, Custodiar. https://tinyurl.com/35cvfkbf 
12 RAE, Guardar. https://tinyurl.com/symuyrp8 
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edad, el cambio de domicilio a consecuencia de la separación de los ascendientes, causa una 

alteración en el desarrollo de los NNA. 

El traslado de residencia a una nueva ciudad es uno de los acontecimientos vitales más 

estresantes para una familia y pueden resultar difíciles para los NNA especialmente si viene 

acompañado de otros cambios en la vida, como de colegio, divorcio de los padres, etc.13 

El vivir en otra de casa puede obstaculizar los vínculos de amistad tanto en las generadas 

en el vecindario como de compañeros de escuela, modificar hábitos o rutinas, que requiere una 

atención especializada para no afectar negativamente a las NNA, porque inclusive puede 

contribuir a una mejora, al evitar estar viviendo constantes discusiones y con ello vivir con 

menos estrés, conocer otras personas y lugares, todo depende de las acciones que contribuyan al 

bienestar de las NNA.  

El cambio de casa de los NNA con uno de sus ascendientes puede darse en dos momentos 

respecto del proceso, antes de éste o durante. Aunado a que ya iniciado el juicio pueden existir 

dos formas de asignar la guardia y custodia de los NNA, una de forma provisional (como medida 

cautelar) u otra definitiva, en sentencia. 

La convivencia es la reunión o encuentro temporal sujeto a un determinado momento y 

lugar de los padres con las NNA sin que implique el derecho de la guarda y custodia.14 

Es fundamental procurar que se dé la convivencia con el progenitor que no tiene la 

custodia, a fin de que generen vínculos de apego y cariño, para ello es importante programar de 

forma flexible los días y los periodos vacacionales de convivencia, con la finalidad de que las 

NNA tengan la seguridad de que podrá convivir con su progenitor no custodio, siempre y cuando 

sea la voluntad libre de las NNA. 

La convivencia puede ser de forma presencial y por medios electrónicos, sin que ninguna 

sustituya a la otra, por más lejos que se encuentren los lugares de residencia de los ascendientes, 

éstas son formas complementarias y no excluyentes. 

Para lo cual es beneficioso para los NNA que los progenitores tengan una relación 

armónica después de la separación: compartir tareas educativas; proporcionar apoyos a sus hijos 

que requieran de acuerdo a las posibilidades y necesidades, respectivamente, y respetar la vida 

 
13 El Mundo, Efectos del cambio de residencia, 2010. https://tinyurl.com/4b36h74u 
14 MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, “Padres separados. Convivencia con los hijos”, Revista Primera 
Instancia, 2016. https://tinyurl.com/3kdwjdty 
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personal de padres después de la ruptura, todo ello puede contribuir a un mejor desarrollo 

humano de los NNA. 

 

1. Cambio de residencia de los NNA 

Guarda y custodia de menores de edad. Al asignarla de forma definitiva, la persona 

juzgadora debe tomar en cuenta el momento en que ocurrió el cambio de residencia, sin que sea 

un obstáculo el hecho de que los domicilios del progenitor custodio y del no custodio se 

encuentren geográficamente muy alejados. 

Hechos: Un hombre demandó de una mujer la disolución del vínculo matrimonial, la 

pérdida de la patria potestad de sus tres hijos menores de edad, la restitución de uno de ellos, y la 

guarda y custodia definitiva y provisional de los tres, entre otras cuestiones inherentes al 

divorcio. El juez de origen decretó la disolución del matrimonio, absolvió a la demandada de la 

pérdida de la patria potestad, estableció la guarda y custodia de dos de los hijos en favor del 

padre y del restante en favor de su madre, y que el domicilio del padre quedaría en Querétaro, 

Querétaro, y el de la madre en Mexicali, Baja California. Inconforme, el padre interpuso recurso 

de apelación, cuya resolución confirmó la sentencia recurrida. De nuevo en desacuerdo, el 

recurrente promovió juicio de amparo directo en el que se le negó la protección constitucional. 

En contra de esta determinación se interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la SCJN determina que, si el cambio de residencia 

de uno de los cónyuges ocurrió antes del inicio del procedimiento judicial de divorcio, sin existir 

orden judicial que lo prohibiera o convenio respecto a la prohibición del cambio de domicilio; si 

el juez de origen no advirtió elementos suficientes para decretar la pérdida de la patria potestad, 

por lo que ambos progenitores debían continuar en el ejercicio de ésta; y si el menor de edad 

había estado al cuidado de su madre; entonces dicho menor de edad debe quedar al cuidado de su 

progenitora, sin que sea un obstáculo para ello el hecho de que el domicilio del progenitor 

custodio se encuentre geográficamente muy alejado del correspondiente al del progenitor no 

custodio. 

Justificación: Si bien es cierto que existe la posibilidad de que la libertad de circulación y 

de residencia del progenitor que tiene la guarda y custodia de un menor de edad entre en colisión 

con el derecho de visitas y convivencias del niño o la niña con el progenitor no custodio, también 

lo es que esta circunstancia se actualiza cuando el progenitor custodio pretende cambiar o cambia 
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su domicilio de forma unilateral durante la tramitación de un juicio en el que se esté dirimiendo 

el régimen de convivencia paterno-filial, dificultando o haciendo nugatorio el ejercicio de ese 

derecho; situación frente a la cual el juzgador puede establecer válidamente una medida cautelar 

de prohibición de cambio de residencia con la finalidad de preservar el entorno familiar y el 

mantenimiento de las relaciones afectivas en tanto resuelve sobre la posible variación del 

domicilio donde se ejercerá la guarda y custodia durante el juicio, lo que encuentra su 

fundamento en los artículos 4o. y 11 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Así, cuando la persona juzgadora provea en definitiva lo atinente a la guarda y 

custodia y al lugar de residencia del o la menor de edad, debe ponderar los elementos personales, 

familiares, materiales, sociales y culturales que concurren en el caso específico, velando siempre 

por el interés superior del menor de edad involucrado, lo que además deberá hacer a la brevedad 

a fin de evitar una mayor injerencia de la estrictamente necesaria, en el proyecto de vida de las 

partes. Ello, aunado a que el proyecto de vida y el derecho de libre circulación de los 

progenitores custodios no pueden quedar limitados de forma indefinida, sino que únicamente 

pueden ser restringidos de forma provisional, temporal y proporcional, en tanto se determina de 

forma definitiva cuál es la mejor situación para los menores de edad; sin que obste a la mejor 

determinación la distancia entre dos puntos geográficos, pues la finalidad última es tutelar de la 

mejor manera posible los derechos e intereses de las NN.15 

 

2. Régimen de visitas y convivencia 

 Régimen de visitas y convivencias de las NNA con sus progenitores en los juicios de 

divorcio. Cuando los domicilios del progenitor custodio y del no custodio se encuentran 

geográficamente muy alejados, no es válido que la persona juzgadora lo establezca únicamente 

en la modalidad virtual. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la SCJN determina que el hecho de que en los 

juicios de divorcio, los domicilios del progenitor custodio de un o una menor de edad y del no 

custodio se encuentren geográficamente muy alejados, no implica desconocer el derecho del 

menor de edad a convivir con su progenitor no custodio ni con los hermanos o hermanas que se 

encuentren al cuidado de éste, y que en estos casos debe garantizarse que las convivencias tanto 

 
15 Tesis: P./J. 8/2022 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 17, septiembre de 2022, tomo I, p. 13. 
Registro digital: 2025293. 
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entre padre o madre e hijos como entre hermanos, tengan lugar con cierta regularidad y 

frecuencia, incluso de forma presencial, a fin de que generen vínculos de apego y cariño, sin que 

sea válido que estas convivencias sean únicamente a través de las nuevas tecnologías o medios 

electrónicos (correo electrónico, nuevas plataformas de videoconferencias con audio y video en 

tiempo real, teléfono o mensajes), sino que deben combinarse convivencias virtuales con las 

presenciales de forma regular, habitual y constante. 

Justificación: El derecho que tienen las NN a convivir con sus progenitores, 

especialmente, cuando están separados de alguno de ellos, previsto en el artículo 9, numeral 3, de 

la Convención sobre los Derechos del Niño, a la luz del interés superior del menor de edad 

previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica 

que estas convivencias se lleven a cabo con cierta regularidad, es decir, en ciertos días de la 

semana, del mes y periodos vacacionales, a fin de que la niña o el niño sepa con seguridad que 

podrá convivir con su progenitor no custodio; por lo que cuando el padre o la madre no custodio 

y los hermanos y el niño o la niña residen en lugares distantes, el contacto debe efectuarse 

combinando las nuevas tecnologías de comunicación, a saber, teléfono, mensajes de texto, correo 

electrónico, plataformas de videoconferencias en tiempo real, etcétera, con el contacto físico que 

necesita con su progenitor para sentirse querido y aceptado, y con esto contribuir a su sano y 

correcto desarrollo y crecimiento. Un régimen de visitas combinado, en este tipo de casos 

garantiza, por un lado, un contacto constante y permanente entre el menor de edad y el 

progenitor no custodio y sus hermanos y hermanas, lo cual hace que el niño o la niña tengan 

presentes constantemente a sus progenitores y a sus hermanas y hermanos y que estos últimos 

participen de forma activa en la toma de las decisiones que los afecten; y, por otro, el contacto 

físico y afectivo que el menor de edad requiere para su sano y correcto desarrollo y crecimiento. 

Además, estos regímenes combinados, no sólo propician una interacción y mantenimiento de las 

relaciones personales, emocionales y afectivas de los menores de edad con el progenitor no 

custodio, sino que deben estar encaminados a reforzar o consolidar un sistema de 

corresponsabilidad parental entre los progenitores y los menores de edad.16 

 

 
16 Tesis: 1a. XXXV/2022 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 20, diciembre de 2022, tomo II, p. 
1262. Registro digital: 2025617. 
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3. Derecho a la identidad y libre tránsito  

No debe limitarse con la negativa a expedirles el pasaporte, salvo que en la controversia 

familiar existan elementos suficientes de una posible sustracción nacional o internacional, mala 

fe procesal o violencia de cualquier tipo. 

Hechos: La quejosa solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal ante la negativa 

de su solicitud de requerir la autorización del padre de sus menores hijos para la renovación del 

pasaporte, toda vez que la autoridad responsable consideró que no era procedente atendiendo a 

las constancias de autos, a la pandemia que prevalecía a nivel mundial y al interés superior de 

personas menores de edad involucradas en la controversia familiar. 

Criterio jurídico: Este TCC determina que el derecho humano a la identidad y libre 

tránsito de las NNA no debe limitarse con la negativa a expedirles el pasaporte, salvo que en la 

controversia familiar existan elementos suficientes de una posible sustracción nacional o 

internacional de las personas menores de edad, mala fe procesal o violencia de cualquier tipo. 

Justificación: Lo anterior, porque los artículos 4o. y 11 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos prevén los derechos humanos a la identidad y al libre tránsito, 

mientras que los artículos 47 de la Ley de Migración y 2, fracciones I y V, del Reglamento de 

Pasaportes y del Documento de Identidad y Viaje establecen que el pasaporte es un documento 

expedido por la Secretaría de Relaciones Exteriores a los nacionales mexicanos que tiene dos 

finalidades íntimamente relacionadas: acreditar su nacionalidad e identidad en territorio 

extranjero y poder salir a través de los puntos legalmente establecidos del territorio nacional. En 

ese sentido, no debe limitarse el derecho a la expedición del pasaporte a las NNA, salvo que, en 

la controversia familiar, del actuar procesal de las partes y de las circunstancias del caso 

particular, se advierta que hay riesgo de su sustracción nacional o internacional. Lo anterior, 

porque cada caso debe analizarse en su individualidad, de manera que, por regla general, debe 

expedírseles el pasaporte atendiendo a su interés superior y al derecho a la identidad, junto a las 

prerrogativas que de él se desprenden, como son el derecho a un nombre y a una nacionalidad, 

así como al libre tránsito; sin embargo, debe apercibirse a la madre o padre que detente la guarda 

y custodia que en caso de actuar contrario a la buena fe y extraer a la persona menor de edad, 

perderá no solamente la guarda y custodia sobre sus menores hijos sino, además, por la gravedad, 

la patria potestad. La excepción a esta regla general para negar la expedición del pasaporte será 
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cuando haya riesgo de sustracción internacional de menores de edad, mala fe procesal a lo largo 

del juicio familiar y sus incidentes o violencia de cualquier tipo.17 

 

V. SUPLENCIA DE LA QUEJA 

Es la excepción al principio de estricto derecho, se da cuando el jugador debe ir más allá de los 

argumentos planteados por las partes, con la finalidad de subsanar cuando estos sean deficientes, 

el juez al percance de la violación de los derechos humanos de la autoridad responsable, cuyo  

fin de proteger a la parte quejosa (victima), cuando el legislador ha presumido la desventaja real 

en el proceso de una de las partes, desde luego esta modalidad procesal es contraria al principio 

de igualdad procesal, pero necesaria.18  

La suplencia de la queja deficiente, en términos generales, no opera respecto de los 

hechos declarados por el quejoso en el amparo, sino únicamente sobre los planteamientos 

jurídicos, es decir, los argumentos planteados en la demanda y en los recursos.19 

Los juzgados familiares se encuentran obligados a suplir la queja deficiente en su favor y 

a adoptar decisiones o medidas de protección a su interés superior, aunque no formen parte de la 

litis. 

Hechos: La quejosa promovió un juicio de reducción de pensión alimenticia pagada en 

favor de su hija; ésta a través de su representante legal reconvino el incremento de dicha pensión. 

El juzgado de primera instancia declaró improcedente la acción principal, pero procedente la 

reconvencional; sentencia contra la cual la quejosa promovió recurso de apelación, en el que se 

revocó la condena al incremento de la pensión; empero, en suplencia de la queja deficiente en 

favor de la niña y al advertir la posible afectación de su derecho a la seguridad social, condenó al 

apelante a que acreditara el alta ante la institución de seguridad social correspondiente y, en caso 

de incumplimiento, a que la realizara. 

Criterio jurídico: Este TCC determina que los juzgados familiares se encuentran 

obligados a suplir la deficiencia de la queja y a adoptar decisiones o medidas de protección al 

interés superior de NNA, aunque no formen parte de la litis. 

 
17 Tesis: I.3o.C.22 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 18, octubre de 2022, tomo IV, p. 3541. 
Registro digital: 2025408. 
18 Cfr. MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, ABC Juicio de amparo, Editorial Primera Instancia, México, 2007, 
pp. 133. 
19 RAMÍREZ TORRES, Enrique, Diccionario de juicio de amparo, editorial Oxford, México, 2005, p. 313. 
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Justificación: Lo anterior, porque la Primera Sala de la SCJN en la tesis de jurisprudencia 

1a./J. 191/2005, de rubro: “Menores de edad o incapaces. Procede la suplencia de la queja, en 

toda su amplitud, sin que obste la naturaleza de los derechos cuestionados ni el carácter del 

promovente”, así como en la tesis aislada 1a. CXIV/2008, de rubro: “Menores de edad e 

incapaces. Cuando son víctimas de un delito, procede la suplencia de la queja deficiente, incluso 

si el recurso de revisión lo interpuso el Ministerio Público de la Federación”, consideró que 

siempre que esté de por medio, directa o indirectamente el bienestar de un menor de edad, los 

juzgadores y juzgadoras tienen el deber de suplir la deficiencia de la queja en toda su amplitud, 

independientemente del carácter de los promoventes o de quien haya promovido los recursos. En 

ese sentido, no es aplicable en los casos y controversias derivadas de la materia familiar la 

diversa tesis aislada 1a. XXIV/2019 (10a.), de título y subtítulo: “Suplencia de la queja 

deficiente a favor de la víctima del delito. Es improcedente si es el imputado quien promovió el 

juicio de amparo, aun cuando aquélla sea menor de edad”, en donde el mismo órgano sostuvo 

que si el imputado en el proceso penal es quien promueve el juicio de amparo, no puede operar la 

suplencia de la queja deficiente en favor de la víctima del delito ni, aunque fuere menor de edad, 

porque no es parte inconforme y en atención al principio non reformatio in peius no se puede 

agravar la situación de la parte recurrente. Ello, porque dicho criterio partió de ponderar el 

interés superior del menor de edad con la naturaleza del proceso penal ordinario, el cual es 

distinto a los principios de las materia civil y familiar y fue expreso en indicar que se 

circunscribía a la hipótesis contenida en el artículo 79, fracción III, inciso b), de la Ley de 

Amparo; de ahí que ese criterio excepcional y que partió de la teleología de la materia punitiva 

no pueda hacerse extensivo a los casos de la materia familiar en donde tanto el principio del 

interés superior del NNA como la suplencia de la queja deficiente operan con toda su amplitud y 

sin obstar el carácter del promovente.20 

 

 
20 Tesis: VII. 2o. C.11 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 15, julio de 2022, tomo V, p. 4576. 
Registro digital: 2024924. 
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VI. ALIMENTOS 

 

Figura 1. Alimentos a los NNA 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

Los alimentos a las NNA tienen una triple dimensión, ya que constituyen un derecho a su favor, 

una responsabilidad y obligación para sus progenitores y un deber de garantizar su cumplimiento 

por parte del Estado. 

Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario 

de un menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta 

determinación, el deudor promovió demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para 

que el juzgador de origen fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio 

por el artículo reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la 

sentencia y ordenó reponer el procedimiento. En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito 

instructor repuso el procedimiento y dictó sentencia en la que sobreseyó en el juicio de amparo 

por algunos actos, negó el amparo respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y 

otorgó el amparo por el auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. Inconformes con la 

anterior resolución, las partes interpusieron recursos de revisión, de los cuales el TCC se declaró 

incompetente para conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la SCJN para 

pronunciarse al respecto. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la SCJN establece que los alimentos, como garantía 

de un nivel de vida adecuado, tienen una triple dimensión, ya que constituyen: i) un derecho para 

los NNA; ii) una responsabilidad prioritaria y obligación para sus progenitores; y, iii) un deber a 

garantizar su cumplimiento por parte del Estado. 

Justificación: La obligación de los padres de proporcionar alimentos a sus hijos e hijas y 

el correlativo derecho de éstos a percibirlos es una expresión de solidaridad que deriva de 

diversos derechos y principios constitucionales orientados a la protección y tutela integral de los 
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NNA. Entre otros principios constitucionales que se encuentran inmersos en esta figura se 

encuentran: la prevención y conservación de la integridad física y moral de los hijos e hijas; el 

derecho de las NN a acceder a un nivel de vida digna y adecuada; el respeto a su interés superior 

y la necesidad de brindarles medidas especiales de protección. Esto último conlleva además la 

obligación constitucional de todas las autoridades del Estado de adoptar en el ámbito de sus 

competencias todas aquellas medidas que resulten idóneas y necesarias para garantizar que los 

NNA vean satisfechas sus necesidades de manera integral, completa y adecuada. Dicho mandato, 

leído bajo la óptica del interés superior del menor de edad y el deber de protección integral de la 

infancia, autoriza la adopción de medidas reforzadas de tutela que atiendan a la situación de 

vulnerabilidad en la que éstos se encuentran. Así, la Primera Sala ha reconocido que en las 

controversias en materia de alimentos es admisible una litis abierta, donde el juzgador tiene 

facultades oficiosas tanto en el procedimiento para ordenar el desahogo de pruebas y diligencias, 

como para resolver incluso sobre cuestiones no pedidas, caracteres que, sin duda, refuerzan la 

naturaleza de orden público de dicha institución. Bajo ese contexto, la Convención sobre los 

Derechos del Niño en su artículo 27, prevé el derecho de los menores de edad a un nivel de vida 

adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social; asimismo que las personas 

encargadas del niño o niña son responsables de proporcionar, dentro de sus posibilidades 

económicas, las condiciones de vida necesarias para su desarrollo. Asimismo, que los Estados 

parte adopten las medidas apropiadas para ayudar a los padres u otras personas responsables del 

niño o niña a dar efectividad y de ser necesario proporcionaran asistencia material y programas 

de apoyo respecto a la nutrición, el vestido y la vivienda; así como a tomar todas las medidas 

para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que 

tengan la responsabilidad financiera por el niño o la niña, tanto si viven en el Estado parte como 

si viven en el extranjero.21 

 

VII. INTERÉS SUPERIOR DE LOS NNA 

Derechos de las NNA. El interés superior del menor se erige como la consideración primordial 

que debe de atenderse en cualquier decisión que les afecte. 

 
21 Tesis: 1a./J. 49/2021 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 7, noviembre de 2021, tomo II, p. 843. 
Registro digital: 2023835.  
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El artículo 2, segundo párrafo, de la Ley General de los Derechos de las NNA prevé que 

el “interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de 

decisiones sobre una cuestión debatida que involucre a las NNA”; de ahí que cuando se tome una 

decisión que les afecte en lo individual o colectivo, “se deberán evaluar y ponderar las posibles 

repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales”. Al respecto, 

debe destacarse que el interés superior del menor es un concepto triple, al ser: (I) un derecho 

sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) una norma de 

procedimiento. El derecho del interés superior del menor prescribe que se observe “en todas las 

decisiones y medidas relacionadas con el niño”, lo que significa que, en “cualquier medida que 

tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración primordial 

a que se atenderá”, lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, 

conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas. Así, las decisiones 

particulares adoptadas por las autoridades administrativas –en esferas relativas a la educación, el 

cuidado, la salud, el medio ambiente, las condiciones de vida, la protección, el asilo, la 

inmigración y el acceso a la nacionalidad, entre otras– deben evaluarse en función del interés 

superior del niño y han de estar guiadas por él, al igual que todas las medidas de aplicación, ya 

que la consideración del interés superior del niño como algo primordial requiere tomar 

conciencia de la importancia de sus intereses en todas las medidas y tener la voluntad de dar 

prioridad a esos intereses en todas las circunstancias, pero sobre todo cuando las medidas tengan 

efectos indiscutibles en los niños de que se trate.22 

 

1. Gastos y costas procesales 

Su condena o exoneración de pago en los juicios donde concurren intereses de las NNA o 

cuestiones de derecho familiar (interpretación sistemática de los artículos 11 y 12 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, a la luz del interés superior de los infantes 

y de la protección de la familia como derecho humano). 

Hechos: Los TCC contendientes sostuvieron criterios divergentes en torno a la 

procedencia o no de la condena o exoneración de pago de los gastos y costas procesales en los 

asuntos que involucren cuestiones de derecho familiar o intereses de las NNA. 

 
22 Tesis: 2a./J. 113/2019 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 69, agosto de 2019, tomo III, p. 2328. 
Registro digital: 2020401. 
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Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Decimosexto Circuito determina que de la 

interpretación sistemática de los artículos 11 y 12 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Guanajuato, armonizada con los artículos 1o. y 4o. constitucionales, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 

Convención sobre los Derechos del Niño, la Ley General de los Derechos de NNA, y la Ley de 

los Derechos de NNA del Estado de Guanajuato, se desprende que en asuntos donde confluyen 

intereses de infantes o cuestiones de derecho familiar, no procede la exoneración o condena al 

pago de gastos y costas basada en una interpretación aislada del artículo 11 en comento; en esos 

casos, conforme al referido precepto, en relación con el mencionado artículo 12, a la luz del 

principio del interés superior de la niñez y el derecho humano a la protección de la familia, 

tratándose de los derechos de los infantes, cuando recaiga en éstos la calidad de parte perdidosa, 

debe exonerárseles siempre del pago de gastos y costas; y cuando se involucren cuestiones de 

derecho familiar, la autoridad jurisdiccional habrá de examinar si conforme al artículo 12 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato y el derecho humano de 

protección de la familia, debe o no exonerarse a la parte perdidosa, fundando y motivando 

reforzadamente su determinación, conforme a las particularidades de cada caso concreto que se 

sujete a su arbitrio. 

Justificación: La interpretación literal del artículo 11 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Estado de Guanajuato, no permite sustraer la posibilidad de exonerar a los 

infantes del pago de gastos y costas procesales, cuando les recaiga la calidad de parte perdidosa; 

sin embargo, el cuerpo normativo integrado por las disposiciones inmersas en los artículos 1o. y 

4o. constitucionales, los preceptos de la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 

Ley General de los Derechos de NNA y la Ley de los Derechos de NNA del Estado de 

Guanajuato, conlleva realizar una interpretación sistemática de aquel precepto en relación con el 

diverso artículo 12 de ese cuerpo normativo, a la luz de las referidas normas nacionales e 

internacionales, de las cuales se sustrae que tratándose de asuntos donde se ventilen derechos de 

las NNA  y recaiga en ellos el carácter de perdidosos, debe absolvérseles de la condena al pago 

de gastos y costas pues, por una parte, el resolutor se encuentra constreñido a verificar si 

confluyen los requisitos previstos en el multicitado artículo 12 del Código Adjetivo Civil del 

Estado y, por otra, los extremos ahí previstos para que opere la exoneración deben considerarse 
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colmados, pues las conductas procesales que impedirían su aplicación en modo alguno pueden 

ser atribuidas a título personal a los infantes; y en tratándose de los juicios donde concurren 

cuestiones de derecho familiar, el operador jurisdiccional tiene la obligación de observar el 

derecho fundamental de protección del núcleo familiar, mismo que le impone la carga en todos 

los casos de evaluar y eventualmente ponderar la factibilidad de exonerar a la parte perdidosa, 

pues pueden llegar a concurrir supuestos donde la condena afecte la economía de la familia, la 

cohesión del núcleo, la eficacia de otras condenas en numerario y/o la sanidad de sus relaciones 

o incluso, asuntos donde la resolución obedezca a cuestiones o circunstancias (como los de 

suplencia de la queja o instancia) donde ya no podría responsabilizarse del todo a las partes de su 

condena o absolución.23  

 

2. Gestación subrogada o por sustitución 

Relación de parentesco entre padres e hijos nacidos a través de la gestación subrogada o 

por sustitución, popular y erróneamente conocida como maternidad subrogada o vientre de 

alquiler, es un método de reproducción asistida caracterizado porque la mujer que gesta al bebé 

no será finalmente la madre de éste. Esta técnica es especialmente compleja desde el punto de 

vista ético y emocional, ya que rompe con la idea tradicional acerca de cómo se forma una 

familia.24 

En algunos países como España, Alemania, Italia, entre otros, la gestión subrogada está 

prohibida. En México no se encuentra regulación federal al respecto, y sólo en Tabasco y Sinaloa 

se encuentra regulada,25 sin embargo el derecho a la identidad y el interés superior de las NN son 

principios y derechos humanos que hace necesaria su tutela judicial, ante ello, los jueces tienen 

la obligación de garantizarlos, ya que, la relación de parentesco entre padres e hijos, a su vez 

generan una serie de derechos básicos para el desarrollo humano, como el derecho a la 

educación, a alimentos, atención médica, entre otros, por lo que la demostración de un vínculo 

biológico no es un requisito indispensable para establecer la filiación sobre un hijo. 

Es deber del juez establecer la filiación de un nacido bajo la técnica de maternidad 

subrogada, aun ante la ausencia de regulación específica. 

 
23 Tesis: PC.XVI. C. J/2 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 14, junio de 2022, tomo VI, p. 5562. 
Registro digital: 2024875. 
24 TROLICE, Mark y SALVADOR, Zaira, ¿Qué es la gestación subrogada?, 2019. https://tinyurl.com/2bsfces8 
25 ÁVALOS, Aníbal Guzmán, “Acuerdo de gestación. Un análisis desde de la experiencia mexicana”, Vox Juris, 
2023, no. 1, vol. 41, p. 60. 
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 La ausencia de regulación expresa o específica sobre cómo establecer la filiación de los 

hijos nacidos mediante el uso de técnicas de reproducción asistida, y particularmente de la 

llamada maternidad subrogada o útero subrogado, no debe erigirse en impedimento para que el 

juez se pronuncie al respecto, no sólo porque el silencio de la ley no lo autoriza, él no puede 

dejar de resolver alguna controversia, sino porque en términos del artículo 1o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, el goce y el ejercicio de los derechos humanos de las 

personas no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la 

propia Constitución establece y asimismo, todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos, entre los cuales se encuentra el derecho a la identidad de los menores de edad y la 

necesidad de atender a su interés superior. En ese sentido, ante la realidad fáctica de un niño o 

una niña nacido bajo esta técnica, su derecho a la identidad y la protección a su interés superior 

exigen determinar la filiación que les corresponde, ya que tienen derecho a contar con todos los 

derechos derivados de la filiación, como los alimentarios y sucesorios, así como a recibir 

cuidados, educación, afecto y todo lo necesario para su adecuado desarrollo. Al respecto, debe 

determinarse si entre las reglas aplicables en materia de filiación y registro de nacimiento hay 

algunas que permitan atribuir la filiación, como lo serían la presunción de paternidad o el 

reconocimiento de hijos. Asimismo, debe tenerse presente que la demostración de un vínculo 

biológico no es un requisito indispensable para establecer la filiación sobre un hijo, como sucede 

en la aplicación de las técnicas de reproducción asistida, en las que opera al respecto la voluntad 

para concebirlo o voluntad procreacional y en el caso de la maternidad subrogada, es necesaria 

también la concurrencia de la voluntad libre de vicios de la madre gestante, y sobre la base de 

que dicha mujer debe ser mayor de edad y con plena capacidad de ejercicio.26 

 

3. Cambio de nombre de las NNA 

Cambio de nombre de las NNA se han generado una serie de criterios que van 

flexibilizando e inclusive otorgando valor importante a la voluntad de quienes desean modificar 

tanto los nombres como los apellidos, así los artículos 48, 130 y 131 ter del Código Civil del 

Estado de Chihuahua, al impedirles acceder a un procedimiento sencillo y breve para obtenerlo, 

 
26 Tesis: 1a. LXXXVIII/2019 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 71, octubre de 2019, tomo II, p. 
1159. Registro digital: 2020789. 
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en reconocimiento a sus derechos humanos a la identidad y al libre desarrollo de su personalidad, 

son inconvencionales. 

Hechos: Los padres de una niña solicitaron la modificación en la vía administrativa de 

uno de los nombres de su hija, atento a que la abreviatura de éstos podría ocasionarle burlas y 

bullying, solicitud que fue negada, haciéndoles del conocimiento que debían acudir a la autoridad 

judicial a solicitar su modificación. 

Criterio jurídico: Este TCC determina que los artículos 48, 130 y 131 Ter del Código 

Civil del Estado de Chihuahua son inconvencionales, por impedir a las NNA acceder a un 

procedimiento sencillo y breve que les permita cambiar su nombre, en reconocimiento a sus 

derechos humanos a la identidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

Justificación: Lo anterior, porque cuando se ven involucrados derechos de las NNA, el 

examen sobre sus prerrogativas amerita mayor rigor a fin de garantizar y asegurar plenamente su 

protección; sólo de esa forma, a través de una evaluación más analítica podrían vislumbrarse los 

grados de afectación al interés superior de la infancia, pero sobre todo armonizar las normas en 

función del bienestar integral de la misma y velar por el superior disfrute y goce de todos sus 

derechos humanos, especialmente de aquellos que permiten su óptimo desarrollo, como fijar su 

identidad desde temprana edad, mediante el nombre. Atendiendo a ello, es que los preceptos 

citados inciden en el contenido de los derechos de los infantes, toda vez que al contemplar que 

debe acudir a la vía judicial (no materialmente administrativa), es claro que constituye un 

obstáculo jurídico que les impide ejercer el derecho de adecuar su acta de nacimiento, a través de 

un procedimiento que cumpla con los estándares jurídicos de derechos humanos, entre los cuales 

se encuentra que éste sea expedito y que solamente requiera el consentimiento libre e informado 

del solicitante y sin injerencias de terceros. Además, si ese cambio constituye un aspecto 

trascendente dentro del desarrollo integral de la vida del infante, al evitarle burlas e, incluso, 

bullying, es necesario garantizar que se le permita ejercer plenamente su derecho a cambiar su 

nombre.27 

 

 
27 Tesis: XVII.1o.C.T.2 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 16, agosto de 2022, tomo V, p. 4386. 
Registro digital: 2025034. 
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4. Reconocimiento de la condición de refugiado 

La emisión de la declaratoria de reconocimiento grupal, colectivo o prima facie de las 

NN que integran una afluencia masiva de migrantes es potestativa y no obligatoria para la 

autoridad federal (interpretación del artículo 26 de la Ley sobre Refugiados, Protección 

Complementaria y Asilo Político). 

Hechos: Una asociación civil acudió al juicio de amparo indirecto a impugnar la omisión 

de las autoridades migratorias federales de diseñar e implementar medidas adecuadas para 

garantizar el derecho de reconocimiento de la condición de refugiado de las NNA integrantes de 

las denominadas caravanas migrantes que ingresaron por la frontera sur del país. El Juez de 

Distrito otorgó el amparo, el cual fue materia de estudio de la revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la SCJN determina que el reconocimiento de la 

condición de refugiado es individual y que aquel que pueda emitirse colectivamente recae en el 

ámbito de discrecionalidad de la autoridad administrativa, ya que el artículo 26 de la Ley sobre 

Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político establece una facultad a favor de la 

Secretaría de Gobernación para emitir lineamientos sobre este punto que no se consagra 

alrededor de un operador deóntico de obligación, sino de uno de permisión, respecto de la cual 

no se observan razones para realizar una interpretación conforme. 

Justificación: Al resolver la Opinión Consultiva OC-21/14 (Derechos y garantías de las 

NN en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional), la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos concluyó que el reconocimiento grupal, colectivo o prima 

facie es una de las posibles medidas adecuadas que se pueden extender a favor de los menores de 

edad migrantes, pero no determinó que esta medida deba decretarse siempre que se demuestre 

una afluencia masiva de migrantes, sino que debe ponderarse en función de las capacidades 

institucionales para preservar el procedimiento migratorio frente a la variación de las 

circunstancias. Así, adoptando como propio este criterio, se concluye que no basta que se 

constate una afluencia masiva de migrantes para que en automático se decrete la exigibilidad de 

dicha declaratoria. Su obligatoriedad también debe descartarse, ya que no es una medida que 

invariablemente sea más protectora que la conservación del procedimiento migratorio, pues 

dicha declaración sólo permitiría satisfacer parcialmente el derecho de reconocimiento de la 

condición de refugiado, con el costo de frustrar objetivos valiosos del debido proceso 

garantizado en el procedimiento migratorio para darle una atención individualizada a cada niño 
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y/o niña migrante. En otras palabras, la emisión de un reconocimiento grupal o colectivo no es 

un fin deseado por el parámetro de control, sino una posibilidad que se presenta como una 

“segunda mejor alternativa” al exigido convencionalmente, el cual consiste en la implementación 

de un procedimiento migratorio individualizado que atienda a la peculiar situación de 

vulnerabilidad de cada NN. Lo relevante es que mediante un procedimiento migratorio se 

garantice el derecho a la correcta evaluación por las autoridades nacionales de las solicitudes y 

del riesgo que pueda sufrir un menor de edad en caso de devolución al país de origen. Así, 

mientras un Estado no niegue contar con las capacidades institucionales adecuadas, su obligación 

constitucional es la de adecuar y complementar un procedimiento migratorio aplicable a las NN 

que sea justo y eficiente, y otorgue efecto útil a todas las garantías convencionales enlistadas en 

la opinión consultiva. No sobra recordar que el Estado Mexicano está obligado a respetar y 

garantizar las condiciones de acceso al procedimiento migratorio y satisfacer la totalidad de las 

medidas de protección agravadas otorgadas a las NN, aun cuando aumente el número de ingresos 

de migrantes potencialmente solicitantes de la condición de refugiados. El control constitucional 

se mantiene expedito y abierto para garantizar la regularidad de estas importantes funciones 

estatales.28 

 

VIII. CONCLUSIONES 

Los criterios judiciales mexicanos en materia familiar, y en especial los que se refieren a las 

NNA, se han generado, principalmente, por las interpretaciones del Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos y a la desformalización rígida de la aplicación del derecho. Lo que significa 

humanizar la justicia, con la finalidad de resolver los conflictos familiares, considerando todos 

los parámetros de la cultura jurídica, en  base a los principios jurídicos constitucionales y 

convencionales, fincados en los valores de justicia y equidad, razones que el juez debe considerar 

antes de decidir en un sentido determinado un caso concreto, mediante la flexibilización de las 

normas procesales, ante la complejidad y diversidad de la realidad de las relaciones sociales 

familiares. 

 

 
28 Tesis: 1a./J. 116/2022 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 16, agosto de 2022, tomo III, p. 2732. 
Registro digital: 2025164. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 9-36. 
______________________________________________________________________________________________ 

35 

IX. BIBLIOGRAFÍA 

Doctrina  

BAQUEIRO ROJAS, Edgardo y BUENROSTRO BÁEZ, Rosalía,  Derecho de familia, editorial 

Oxford, México, 2009. 

BERMÚDEZ TAPIA, Manuel, FRÍAS TORAL, Daniel y MARTÍNEZ, Cristina (Coords.), 

Relaciones familiares y en crisis: antes durante y después de la pandemia del COVID-19, 

Ediciones Hemafre, Guayaquil, 2020. 

MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, ABC Juicio de amparo, Editorial Primera Instancia, 

México, 2007. 

MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, Juicio de amparo indirecto, Editorial Primera 

Instancia, México, 2008. 

RAMÍREZ TORRES, Enrique, Diccionario de juicio de amparo, editorial Oxford, México, 

2005. 

 
Hemerografía 

ÁVALOS, Aníbal Guzmán, “Acuerdo de gestación. Un análisis desde de la experiencia 

mexicana”, Vox Juris, 2023, no. 1, vol. 41. 

 
Criterios jurisdiccionales 

Tesis: 1a. XXXVII/2022 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 20, tomo II, 

diciembre de 2022. Registro digital: 2025637. 

Tesis: XVII.1o.P.A. J/2 K (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 16, tomo IV, 

agosto de 2022. Registro digital: 2025172. 

Tesis: P./J. 16/96, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

tomo III, abril de 1996. Registro digital: 200137. 

Tesis: P./J. 8/2022 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 17, septiembre de 2022, 

tomo I. Registro digital: 2025293. 

Tesis: 1a. XXXV/2022 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 20, diciembre de 

2022, tomo II. Registro digital: 2025617. 

Tesis: I.3o.C.22 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 18, octubre de 2022, tomo 

IV. Registro digital: 2025408. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 19. Volumen 10. Julio-diciembre 2022. PP. 9-36. 
______________________________________________________________________________________________ 

36 

Tesis: VII. 2o. C.11 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 15, julio de 2022, tomo 

V. Registro digital: 2024924. 

Tesis: 1a./J. 49/2021 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 7, noviembre de 2021, 

tomo II. Registro digital: 2023835.  

Tesis: 2a./J. 113/2019 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 69, agosto de 2019, 

tomo III, p. 2328. Registro digital: 2020401. 

Tesis: PC.XVI. C. J/2 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 14, junio de 2022, 

tomo VI. Registro digital: 2024875. 

Tesis: 1a. LXXXVIII/2019 (10a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 71, octubre de 

2019, tomo II. Registro digital: 2020789. 

Tesis: XVII.1o.C.T.2 C (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 16, agosto de 2022, 

tomo V. Registro digital: 2025034. 

Tesis: 1a./J. 116/2022 (11a.), Semanario Judicial de la Federación, libro 16, agosto de 2022, 

tomo III. Registro digital: 2025164. 

 

Fuentes digitales 

RAE, Custodiar. https://tinyurl.com/35cvfkbf 

RAE, Guardar. https://tinyurl.com/symuyrp8 

El Mundo, Efectos del cambio de residencia, 2010. https://tinyurl.com/4b36h74u 

MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso Jaime, “Padres separados. Convivencia con los hijos”, 

Revista Primera Instancia, 2016. https://tinyurl.com/3kdwjdty 

TROLICE, Mark y SALVADOR, Zaira, ¿Qué es la gestación subrogada?, 2019. 

https://tinyurl.com/2bsfces8 

SCJN. Compromiso, no. 144, 2013. https://tinyurl.com/bdfyzu3m 


